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SECUESTRO EXPRESS. LA PENA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL
PARA EL DISTRITO FEDERAL, ES PROPORCIONAL CONFORME AL ARTÍCULO 22
CONSTITUCIONAL.
  
  
La garantía de proporcionalidad de las penas contemplada en el artículo 22 constitucional impone la
exigencia de que exista una adecuación entre la gravedad del delito y la sanción. En este caso, el
tertium comparationis con el que se debe contrastar la pena prevista para el delito de secuestro
express lo constituyen las penalidades previstas por el Código Penal para el Distrito Federal para
los tipos simples de los delitos que también atentan contra la libertad personal. Si se ordenan estos
delitos en atención a la gravedad de sus penas, el resultado de esa jerarquización es una escala de
sanciones a partir de la cual se puede concluir que la pena del secuestro express resulta
proporcionada. Aunque es cierto que la comparación con algunos de esos delitos no arroja un
resultado tan claro, el argumento determinante en esos casos para negar que la pena es
desproporcionada es el alto índice en la comisión del secuestro express. La elevada incidencia de
este delito es un aspecto muy relevante al momento de establecer si existe una similitud o no en la
gravedad de los delitos cuyas penas se están comparando. Así, el hecho de que el legislador
establezca penas más severas para un delito como una medida para responder a un aumento en la
criminalidad constituye un indicio de la mayor gravedad de ese delito para la sociedad en su
conjunto.
  
  
Amparo directo en revisión 181/2011. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCVII/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada
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SECUESTRO EXPRESS. LA PENA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL
PARA EL DISTRITO FEDERAL, CONSTITUYE UNA MEDIDA LEGISLATIVA QUE PERSIGUE UNA
FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE LEGÍTIMA DESDE EL PUNTO DE VISTA DEL PRINCIPIO
DE PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO AMPLIO.
  
  
La finalidad perseguida por el legislador al incrementar la pena para el delito de secuestro express
hasta situarla en un rango de veinte a cuarenta años de prisión y de quinientos a dos mil días multa
es una medida legítima desde el punto de vista constitucional, toda vez que está encaminada de
modo inmediato a instrumentar una política criminal que busca prevenir la realización de
determinadas conductas y de forma mediata está dirigida a proteger principalmente la libertad
ambulatoria de las personas.
  
  
Amparo directo en revisión 181/2011. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCX/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada
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SECUESTRO EXPRESS. EL PRECEPTO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO
FEDERAL QUE PREVÉ ESE DELITO, NO CONCULCA EL NUMERAL 23 DE LA CONSTITUCIÓN.
  
  
El delito de "secuestro express" exige la demostración del diverso de privación de la libertad, con la
diferencia específica de que éste tenga como propósito la comisión de robo o extorsión, con
independencia de que éstos últimos se verifiquen en toda su extensión. La trasgresión al principio
"non bis in idem", garantizado por el artículo 23 de la Constitución Federal, se actualiza cuando el
Estado juzga dos veces a una persona con motivo de los mismos hechos delictivos, lo que no
sucede por el hecho de que el tipo de "secuestro express" aluda a los delitos de robo y extorsión,
pues lejos de que esto se traduzca en una doble pena, el indicado precepto del Código Penal para
el Distrito Federal, señala con claridad que para el caso de ese delito no se aplicará sanción alguna
por los delitos de robo o extorsión.
  
  
Amparo directo en revisión 1399/2011. 24 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: Guillermo I.
Ortiz Mayagoitia. Secretario: Horacio Nicolás Ruíz Palma.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXXIII/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 3 de 46 Fecha de impresión 18/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 160642 

  
  
SECUESTRO EXPRESS. EL AUMENTO DE LA PENA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 163 BIS DEL
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL CONSTITUYE UNA MEDIDA LEGISLATIVA
IDÓNEA DESDE EL PUNTO DE VISTA DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO
AMPLIO.
  
  
El aumento de la pena para el delito de secuestro express hasta situarla en un rango de veinte a
cuarenta años de prisión y de quinientos a dos mil días multa es una medida idónea para alcanzar
la prevención del delito y la protección de la libertad ambulatoria. Para que la pena determinada por
el legislador supere esta grada del principio de proporcionalidad no es necesario que se trate de la
medida más idónea para ese efecto. El subprincipio de idoneidad se traduce en este caso en un
criterio negativo, orientado exclusivamente a censurar las medidas que sean manifiestamente
inadecuadas para alcanzar los fines inmediatos y mediatos de la intervención penal. En esta línea,
aunque podría argumentarse que el aumento de las penas no constituye una medida eficaz para
alcanzar la prevención de los delitos, esta Suprema Corte considera que la legitimidad democrática
del legislador penal le otorga un amplio margen de acción epistémico en materia de política criminal.
Esto significa que en todos aquellos casos en los que exista incertidumbre sobre las premisas
empíricas en las que se apoya la actuación del legislador, debe entenderse que existe a su favor la
presunción de que éstas son verdaderas. En el caso concreto, la modificación de la pena prevista
para el delito de secuestro express presupone que el aumento en las penas es una medida eficaz
para prevenir la incidencia de este delito. Al no existir evidencia que muestre que esta premisa es
manifiestamente falsa, debe considerarse que se trata de una medida causalmente idónea para la
consecución de los fines perseguidos.
  
  
Amparo directo en revisión 181/2011. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXI/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.
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SECUESTRO EXPRESS. EL ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO
FEDERAL QUE LO SANCIONA, NO TRASGREDE LA GARANTÍA DE PROPORCIONALIDAD EN
MATERIA PENAL (TEST DE PROPORCIONALIDAD EN MATERIA PENAL).
  
  
El principio de proporcionalidad busca asegurar que el poder público actúe sin excederse en el
ejercicio de sus funciones y es aplicable a toda actividad del Estado. Para comprobar si una norma
penal creada por el legislador observa el referido principio, debe correrse un test que comprende el
examen de tres aspectos: a) el fin y la idoneidad: consiste en determinar si la interferencia al
derecho fundamental que se restringe persigue un fin constitucionalmente legítimo y si esa medida
aflictiva, restrictiva o limitativa, es idónea para la finalidad buscada; b) la necesidad: parámetro que
lleva a establecer si la medida cuestionada, dentro de las alternativas fácticas posibles, es la menos
gravosa o restrictiva hacia el principio o derecho fundamental afectado por la intervención
(intervención mínima); y, c) proporcionalidad: debe quedar acreditado que la medida es
cualitativamente de mayor beneficio o igual al perjuicio que se ocasiona al derecho fundamental.
Ahora bien, el artículo 163 bis del Código Penal para el Distrito Federal, que prevé una pena de
veinte a cuarenta años de prisión, es acorde con el principio de proporcionalidad y no vulnera el
artículo 22 de la Constitución Federal, en atención a lo siguiente: 1) el legislador, tratándose del
delito de "secuestro express", buscó proteger un derecho fundamental de igual valor al restringido,
como es la libertad de las personas y adicionalmente su patrimonio; asimismo, buscó desalentar su
comisión, pues ésta se ha vuelto excesiva; ciertamente, estableció una medida aflictiva de la
libertad rigurosa para la finalidad buscada, pero idónea, porque de esa manera buscó proteger a la
sociedad; 2) la medida restrictiva de la libertad de veinte años como mínima y cuarenta años como
máxima, dentro de las alternativas fácticas posibles, es la menos gravosa, porque en aras del
diverso principio de "ultima ratio" se castiga con penas más graves los ataques más intolerables a
los bienes jurídicos más importantes y en este caso, sin duda, dicha penalidad es el medio más
eficaz que la sociedad tiene a su alcance para plasmar su total desaprobación respecto de sujetos
que realizan actos tan reprobables hacia sus congéneres, como es privarlos de la libertad para
robarlos o extorsionarlos, ya que no existe un medio alternativo que, en casos como éste, revista la
misma aptitud que la prisión para alcanzar la finalidad propuesta por el legislador, que es la de
escarmentar severamente y disuadir; y 3) cualitativamente, la medida responde al equilibrio entre el
interés general que se alcanza, como es el de salvaguardar a la sociedad de la proliferación de un
delito que la impacta de manera considerable y el perjuicio individual que origina la afectación del
bien jurídico, que es la libertad. En consecuencia, el dispositivo 163 bis del Código Penal para el
Distrito Federal, no atenta contra la garantía de proporcionalidad que establece el artículo 22,
párrafo primero, de la Carta Fundamental; más aún, porque el tipo penal necesariamente exige la
acreditación de una privación de la libertad a título de secuestro.
  
  

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXXXVI/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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Amparo directo en revisión 1399/2011. 24 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: Guillermo I.
Ortiz Mayagoitia. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma.
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AUMENTO DE LA PENA PARA EL DELITO DE SECUESTRO EXPRESS PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. CONSTITUYE UNA
MEDIDA LEGISLATIVA PROPORCIONAL EN SENTIDO ESTRICTO, DESDE EL PUNTO DE
VISTA DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO AMPLIO.
  
  
El aumento de la pena para el delito de secuestro express hasta situarla en un rango de veinte a
cuarenta años de prisión y de quinientos a dos mil días multa, es una medida que supera el examen
de proporcionalidad en sentido estricto que debe llevarse a cabo en la última grada del principio de
proporcionalidad en sentido amplio. Cuando se analiza la proporcionalidad en sentido estricto de
una pena, lo que tiene que realizarse es una ponderación entre los beneficios que pueden
esperarse de la protección penal del bien jurídico y los costes derivados de la sanción penal desde
la perspectiva de los derechos fundamentales afectados por ésta. En el presente caso, los
beneficios serían, básicamente, la mayor prevención asociada al aumento de la pena para el delito
de secuestro express. En esta lógica, puede considerarse que se trata de un beneficio muy
importante porque la medida examinada tiene como finalidad proteger de modo más eficaz la
libertad de las personas. En contraposición, el costo de la intervención penal es una afectación
mucho más intensa a la libertad del sentenciado, en la medida en la que puede ser privado de este
derecho por un tiempo mínimo de veinte años y un máximo de cuarenta. No obstante, el examen de
la proporcionalidad en sentido estricto también está condicionado por el amplio margen de
apreciación que el legislador tiene para realizar el balance entre los beneficios y los costos de la
intervención penal, en términos de los derechos fundamentales promovidos con la medida y los
intervenidos. En esta línea, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el aumento
de la pena para el delito de secuestro express constituye una medida proporcionada, toda vez que
dicha intervención supone un costo para los derechos fundamentales de los sentenciados, que se
ve compensado por la importancia de los bienes protegidos y, especialmente, porque el delito cuya
pena se aumentó constituye un problema social cuya prevención resulta prioritaria para la sociedad.
  
  
Amparo directo en revisión 181/2011. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXIII/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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AUMENTO DE LA PENA PARA DELITO DE SECUESTRO EXPRESS PREVISTO EN EL
ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, ES UNA MEDIDA
LEGISLATIVA QUE SUPERA EL EXAMEN DE NECESIDAD CONFORME AL PRINCIPIO DE
PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO AMPLIO.
  
  
El aumento de la pena para el delito de secuestro express hasta situarla en un rango de veinte a
cuarenta años de prisión y de quinientos a dos mil días multa es una medida que supera el examen
de necesidad que debe llevarse a cabo en la segunda grada del principio de proporcionalidad en
sentido amplio. En materia penal, el subprincipio de necesidad no debe entenderse en el sentido de
que la intervención en los derechos fundamentales o principios constitucionales debe ser la más
benigna entre los medios alternativos posibles que tengan al menos la misma idoneidad para
contribuir al fin perseguido. Para que el aumento en una pena supere el examen de necesidad
simplemente se requiere que el sacrificio que implica la medida no sea manifiestamente
innecesario. En este caso, la forma de probar que una medida es innecesaria consiste en mostrar
que no existe una mayor eficacia preventiva de la nueva pena con respecto a la anterior. En este
sentido, también resulta relevante el margen de acción epistémico que posee el legislador
democrático. En ausencia de evidencia que desmienta esa mayor idoneidad preventiva de la nueva
pena, debe entenderse que esa incertidumbre juega en beneficio de la constitucionalidad de la
medida. En consecuencia, en este caso concreto es posible afirmar que el aumento en la pena para
el delito de secuestro express supera el examen de la necesidad de la medida.
  
  
Amparo directo en revisión 181/2011. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXII/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.
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SECUESTRO DE PAPELES, DINERO U OTROS OBJETOS. EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY DE
EXTRADICIÓN INTERNACIONAL QUE LO PREVÉ, NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
El citado precepto legal prevé el secuestro de papeles, dinero u otros objetos que se hallen en
poder del reclamado, relacionados con el delito imputado o que puedan ser elementos de prueba, a
petición del Estado solicitante. Así, al considerarse una medida de aseguramiento provisional o
precautoria que tiene como fin proteger todos los artículos, instrumentos, objetos de valor o
documentos relacionados con el delito, y que son materia de la medida para garantizar la
comprobación del cuerpo del delito y/o la probable responsabilidad del reclamado, así como
garantizar la eventual pena consistente en el decomiso y que, como medida provisional, puede
decretarse por el juez de distrito al dictar la orden de detención con fines de extradición, siempre y
cuando así lo solicite el Estado reclamante, es evidente que el artículo 21 de la Ley de Extradición
Internacional no viola el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
pues si bien es cierto que este numeral constitucional prohíbe entre otras penas inusitadas y
trascendentales la confiscación de bienes, también lo es que dicho precepto legal ni su aplicación
constituyen supuestos confiscatorios. Lo anterior es así, porque es consustancial al concepto de
confiscación la privación de la totalidad o la mayor parte de bienes o derechos de un individuo, fuera
de los casos previstos por el segundo párrafo del artículo 22 constitucional, que sin constituir una
confiscación, habilitan al poder público para privar a un individuo de sus bienes o derechos,
taxativamente limitado a las hipótesis contenidas en dicho precepto. Asimismo, la ausencia de ese
efecto de privación en la norma impugnada, y por el contrario, su reducción a una mera
indisponibilidad patrimonial de orden provisorio, no permite encuadrar a tal providencia cautelar en
el rango de la confiscación, de manera que no puede aceptarse como acto de privación
constitucionalmente prohibido, el aseguramiento temporal de bienes autorizado por el indicado
artículo 21, si se considera que al resolverse en definitiva el procedimiento de extradición, sin que
ésta se estime procedente, rescataría a favor del quejoso la disponibilidad de los bienes materia del
aseguramiento.
  
  
Amparo en revisión 289/2011. 18 de mayo de 2011. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero
de García Villegas. Secretaria: Beatriz J. Jaimes Ramos.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CXXVIII/2011 Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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SECUESTRO EXPRESS. EL CONCURSO DE PENAS QUE SUBSISTIÓ ENTRE EL QUINTO
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 160 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL,
ACTUALMENTE ABROGADO, Y EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 163 BIS DEL MISMO
ORDENAMIENTO LEGAL, SE RESUELVE CON EL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO A FAVOR
DEL REO.
  
  
Del contenido de los artículos citados, se advierte que ambos describen y sancionan la misma
conducta, esto es, la privación de la libertad para cometer los delitos de robo y extorsión previstos
en los artículos 220 y 236 del Código Penal para el Distrito Federal, respectivamente, vigentes hasta
la derogación del artículo 160, quinto párrafo, del mismo ordenamiento, conforme al decreto
publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 9 de junio de 2006; de ahí que sea preciso
determinar cuál de las dos penas previstas en los citados tipos es aplicable cuando la conducta se
actualizó durante la vigencia de ambas normas, ya que el concurso de penas suscitado no tiene
solución en los principios de especialidad, consunción y subsidiariedad contemplados en el artículo
13 del referido Código, en virtud de que ninguna de las normas confrontadas tiene carácter especial,
al no contener una de ellas algún elemento específico que suponga el predominio sobre la otra, ni
respecto de los bienes jurídicos que tutelan, ya que ambas son de idéntico contenido, tutelan la
libertad y el patrimonio de las personas, y ninguna es subsidiaria de la otra, pues prevén la misma
conducta y son independientes entre sí, esto es, una de ellas no cubre las lagunas o defectos de la
otra. Por tanto, para resolver el concurso de penas entre los artículos 160, quinto párrafo y 163 Bis,
primer párrafo, del Código Penal para el Distrito Federal, vigente hasta el 8 de agosto de 2006, debe
acudirse al principio de mayor beneficio a favor del reo previsto en el artículo 10 del referido Código,
en el cual se elige entre las dos penas previstas por el legislador, la que resulte más benéfica para
el inculpado.
  
  
Contradicción de tesis 477/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y
Noveno, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 23 de junio de 2010. Cinco votos. Ponente:
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.
 
Tesis de jurisprudencia 60/2010. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de
fecha siete de julio de dos mil diez.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a./J. 60/2010 Fuente: Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta.
Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación
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SECUESTRO EXPRESS. EL HECHO DE QUE SE ACTUALICE ESTE DELITO NO EXCLUYE LA
POSIBILIDAD DE ACREDITAR EN FORMA AUTÓNOMA LOS TIPOS PENALES BÁSICOS DE
ROBO O EXTORSIÓN (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).
  
  
Conforme al artículo 163 Bis del Código Penal para el Distrito Federal que prevé el delito de
privación de la libertad en su modalidad de secuestro express, subyacen dos bienes jurídicos
protegidos autónomos: la libertad física de tránsito o locomoción de las personas, es decir, su
libertad ambulatoria y la seguridad del patrimonio del sujeto pasivo o de sus familiares. Además, el
tipo descrito en dicha norma contiene un elemento subjetivo referente a la finalidad o propósito del
sujeto activo de cometer un delito de robo o extorsión, o el de alcanzar un beneficio económico, ya
que basta la existencia de tal propósito para que el delito se considere agotado, sin necesidad de la
consumación material de la finalidad propuesta. En efecto, el delito de privación de la libertad en su
modalidad de secuestro no incluye resultado material, pues se configura independientemente de
que se consiga o no el mencionado propósito, lo cual se confirma con el segundo párrafo del citado
precepto legal, que establece una penalidad de veinte a cuarenta años de prisión únicamente por la
comisión del delito de privación de la libertad en su modalidad de secuestro express, sin perjuicio de
las penas que correspondan por los delitos de robo o extorsión. De manera que si el legislador
distinguió claramente entre la conducta que tipifica la privación de la libertad en su modalidad de
secuestro express y las conductas comisivas de los delitos de robo o extorsión, resulta evidente que
se trata de conductas independientes y, por tanto, el hecho de que se actualice el delito de
secuestro express no excluye la posibilidad de acreditar en forma autónoma los tipos básicos de
robo o extorsión de llegar a la fase de ejecución.
  
  
Contradicción de tesis 269/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y
Séptimo, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 18 de noviembre de 2009. Unanimidad de
cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández.
Secretario: Arnoldo Castellanos Morfín.
 
Tesis de jurisprudencia 138/2009. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de
fecha veinticinco de noviembre de dos mil nueve.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a./J. 138/2009 Fuente: Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta.
Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación
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SECUESTRO PROVISIONAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA DECRETARLO NO SE
REQUIERE DEMOSTRAR QUE EN UN DIVERSO JUICIO O RECLAMACIÓN, SEGUIDO POR
TERCEROS CONTRA EL MISMO DEMANDADO, SE DICTÓ LAUDO O SENTENCIA
CONDENATORIA.
  
  
El artículo 862 de la Ley Federal del Trabajo establece que el secuestro provisional es necesario
cuando se compruebe que contra el demandado existen diferentes juicios o reclamaciones,
promovidas por terceros, ante autoridades judiciales o administrativas y que, por su cuantía, exista
riesgo de insolvencia. Por tanto, no es posible exigir a quien solicite esa medida la demostración de
que en esos juicios o reclamaciones se dictó laudo o sentencia condenatoria, pues se le impondría
una carga probatoria no prevista en ese precepto. Además, si el secuestro provisional, comúnmente
conocido como embargo precautorio, tiene como finalidad asegurar ciertos bienes del demandado,
para garantizar el cumplimiento del laudo que, en su caso, le imponga una condena de pago,
entonces para decretar la medida basta demostrar la existencia de otros juicios o reclamaciones y el
riesgo de insolvencia, cuya ponderación corresponde al Presidente de la Junta, con vista a las
circunstancias del caso y al contenido de las demandas en las cuales se establecen las
prestaciones reclamadas, determinables, por regla general, mediante operaciones aritméticas.
  
  
Contradicción de tesis 207/2008-SS. Entre las sustentadas por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado
en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo
Circuito. 18 de febrero de 2009. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario:
Javier Arnaud Viñas.
 
Tesis de jurisprudencia 16/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión
privada del dieciocho de febrero de dos mil nueve.
  
  
 

Instancia: Segunda Sala Novena Época Materia(s): Laboral
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SECUESTRO EXPRESS. EL ARTÍCULO 163 BIS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO
FEDERAL QUE PREVÉ ESE DELITO, NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
Mediante reforma publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 9 de junio de 2006 se derogó
el párrafo quinto del artículo 160 del Código Penal para el Distrito Federal, por resultar innecesario y
contradictorio, y provocar confusión al prever la misma conducta con diversa sanción en el artículo
163 bis de dicho Código; de ahí que es irrelevante si la pena prevista en este último numeral es
mayor o menor a la que se contenía en aquel precepto. En congruencia con lo anterior, resulta
inconcuso que el referido artículo 163 bis no viola el artículo 22 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos al prever una pena de mayor gravedad que la que contenía el quinto
párrafo del mencionado artículo 160, pues además de estar referida a las causas y particularidades
tomadas en consideración por el juzgador para imponerle tal penalidad, esto es, para individualizar
la pena en términos de ley, no puede argumentarse que la penalidad establecida para el secuestro
express es inusitada, excesiva o desproporcionada, máxime cuando ello se hace derivar de un
diverso precepto del propio ordenamiento punitivo.
  
  
Amparo directo en revisión 1987/2006. 7 de febrero de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. XCII/2007 Fuente: Semanario Judicial de la
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SECUESTRO EXPRESS. EL ARTÍCULO 163 BIS DEL NUEVO CÓDIGO PENAL PARA EL
DISTRITO FEDERAL QUE PREVÉ ESE DELITO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EXACTA
APLICACIÓN DE LA LEY PENAL.
  
  
La garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal contenida en el tercer párrafo del
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se cumple cuando se
especifican de manera clara, precisa y exacta todos los elementos, características, condiciones,
términos y plazos -cuando ello sea necesario- de las conductas que se señalen como típicas, así
como de las penas aplicables, a fin de evitar confusiones en su aplicación o demérito en la defensa
del procesado. En ese sentido, se concluye que el artículo 163 Bis del Nuevo Código Penal para el
Distrito Federal, que establece el delito de privación de la libertad en su modalidad de secuestro
express, al no precisar lo que debe entenderse por "tiempo estrictamente indispensable", no viola el
mencionado principio constitucional, en tanto que dicha circunstancia no genera confusión ni
demerita la defensa del procesado, ya que se trata de un elemento normativo del delito que está
sujeto a la valoración de la autoridad aplicadora de la norma, quien deberá analizar si al sujeto
pasivo se le privó de su libertad durante el tiempo estrictamente indispensable para que el activo
cometiera los delitos de robo o extorsión o para que obtuviera algún beneficio económico,
valoración que seguramente tendrá que realizar a la luz de las declaraciones de los involucrados así
como de las diversas probanzas con que cuente. Además, si bien dicho elemento puede ser motivo
de interpretación, ello no torna inconstitucional el referido artículo 163 Bis, pues sólo se estará en
presencia de un problema de mera legalidad.
  
  
Amparo directo en revisión 907/2006. 5 de julio de 2006. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Constitucional,
Penal
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PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD EN SU MODALIDAD DE SECUESTRO. EL ARTÍCULO 229
DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, VIGENTE EN 1997, QUE PREVÉ ESE
DELITO, NO VIOLA EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.
  
  
El artículo 227 del Código Penal para el Estado de Chihuahua, vigente en 1997, tipifica la privación
ilegal de la libertad, la cual se actualiza con la detención ilegal de un particular y, por su parte, el
diverso numeral 229 de dicho Código prevé el delito de secuestro, conducta antijurídica que se
castiga con una pena privativa de libertad mayor a la contemplada en el supuesto contenido en el
primer artículo citado. Por otra parte, la fracción I del artículo 229 invocado, expresamente ordena
agravar aún más la pena de prisión cuando la privación ilegal de la libertad se cometa con el
objetivo de obtener rescate. Así, el primero de los numerales precisa el tipo básico, mientras que el
segundo define el tipo agravado o calificado, porque en este caso la ley sanciona la conducta con
mayor severidad. En ese tenor, el señalado artículo 229 no viola la garantía de exacta aplicación de
la ley en materia penal contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en tanto que establece los requisitos de certeza tutelados por dicho precepto
constitucional, al tratarse de un delito complementado y no de uno autónomo, en virtud de que se
desprende del tipo fundamental.
  
  
Amparo directo en revisión 898/2005. 10 de agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls
Hernández. Secretario: Antonio Espinosa Rangel.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Constitucional,
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DEMANDA DE AMPARO. LA SOLA AMENAZA DE DESPOSEIMIENTO, SECUESTRO,
DECOMISO O EMBARGO DE UN VEHÍCULO DE PROCEDENCIA EXTRANJERA, NO ES
MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA, POR LO QUE EL JUEZ DE
DISTRITO DEBE ADMITIRLA.
  
  
El artículo 145 de la Ley de Amparo obliga al Juez de Distrito a desechar la demanda de amparo
indirecto sólo cuando aparezca un motivo manifiesto e indudable de improcedencia. Dicha hipótesis
no se actualiza cuando el acto reclamado consista en la amenaza de desposeimiento, secuestro,
decomiso o embargo de un vehículo de procedencia extranjera, ya que si bien ese acto, así
reclamado, se plantea como futuro, la inminencia o no de su realización debe verificarse con los
elementos probatorios que se aporten en la audiencia constitucional.
  
  
Contradicción de tesis 130/2001-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del
Décimo Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del mismo circuito. 25 de enero de 2002.
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez.
 
Tesis de jurisprudencia 9/2002. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión
privada del treinta y uno de enero de dos mil dos.
  
  
 

Instancia: Segunda Sala Novena Época Materia(s): Administrativa
Tesis: 2a./J. 9/2002 Fuente: Semanario Judicial de la
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FIANZAS, INSTITUCIONES DE. EL ARTÍCULO 98 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE LES
CONFIERE EL DERECHO PARA SOLICITAR EL SECUESTRO PRECAUTORIO DE BIENES, NO
TRANSGREDE LA GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA.
  
  
Conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la garantía de previa
audiencia prevista en el segundo párrafo del artículo 14 constitucional, únicamente rige respecto de
los actos privativos, entendiéndose por éstos los que en sí mismos persiguen la privación, con
existencia independiente, cuyos efectos son definitivos y no provisionales o accesorios. De ahí que
al establecer el artículo 98 de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas que éstas gozan del
derecho de acción contra el solicitante, fiado, contrafiador y obligado solidario, para solicitar el
secuestro precautorio de bienes, antes de que éstos paguen, en los casos a que se refiere el
artículo 97 del propio ordenamiento, es decir, cuando a las afianzadoras les haya sido requerido,
judicial o extrajudicialmente, el pago de alguna cantidad en virtud de fianza otorgada, cuando
cualquiera de los obligados sufra menoscabo en sus bienes de modo que se halle en riesgo de
quedar insolvente, cuando alguno de los obligados haya proporcionado datos falsos respecto de su
solvencia, y en los demás casos previstos por la legislación mercantil, ello no implica un acto
privativo, toda vez que el secuestro que en su caso llegue a decretarse constituye una medida
provisional que tiene como finalidad proteger a la institución afianzadora del perjuicio que pueda
ocasionarle la posible insolvencia en que se pueden ubicar los obligados, por el menoscabo de sus
bienes o por la información falsa que hayan proporcionado respecto de su solvencia, por lo que para
la imposición de dicha medida no rige la garantía de previa audiencia.
  
  
Amparo directo en revisión 262/97. Gabriel Neira Rodríguez y coag. 29 de septiembre de 1997.
Unanimidad de diez votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Juan N. Silva
Meza. Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo.
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiséis de febrero en curso, aprobó, con el
número XVII/1998, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para
integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintiséis de febrero de mil novecientos
noventa y ocho.
  
  
 

Instancia: Pleno Novena Época Materia(s): Constitucional,
Administrativa

Tesis: P. XVII/98 Fuente: Semanario Judicial de la
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FIANZAS, INSTITUCIONES DE. EL ARTÍCULO 98 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE LES
CONFIERE EL DERECHO PARA SOLICITAR EL SECUESTRO PRECAUTORIO DE BIENES, NO
TRANSGREDE EL DERECHO GARANTIZADO EN EL ARTÍCULO 13 CONSTITUCIONAL.
  
  
Conforme al artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos nadie puede
ser juzgado por leyes privativas, entendiéndose por éstas las que desaparecen después de
aplicarse al caso previsto y determinado de antemano, aunado a que su aplicación se realiza en
razón de las características de determinada persona atendiendo a criterios subjetivos, por lo que
basta con que las disposiciones de un ordenamiento legal tengan vigencia indeterminada, se
apliquen a todas las personas que se coloquen dentro de las hipótesis que prevén y que no estén
dirigidas a una persona o grupo de ellas individualmente determinado, para que la ley satisfaga los
atributos de generalidad, abstracción y permanencia y, por ende, respeten el citado precepto
constitucional. De lo anterior se sigue que al establecer el artículo 98 de la Ley Federal de
Instituciones de Fianzas que éstas tendrán el derecho de acción contra el solicitante, fiado,
contrafiador y obligado solidario para solicitar el secuestro precautorio de bienes, antes de que
éstos paguen, en los casos a que se refiere el artículo 97 del propio ordenamiento, es decir, cuando
a las afianzadoras les haya sido requerido, judicial o extrajudicialmente, el pago de alguna cantidad
en virtud de fianza otorgada, cuando cualquiera de los obligados sufra menoscabo en sus bienes de
modo que se halle en riesgo de quedar insolvente, cuando alguno de los obligados haya
proporcionado datos falsos respecto de su solvencia, y en los demás casos previstos por la
legislación mercantil, con ello no se transgrede el citado precepto constitucional, pues si la norma
citada rige a todas las instituciones de fianzas, así como a los solicitantes de esos contratos, fiados,
contrafiados y obligados solidarios, sin contraerse a una sola institución o deudor, o grupo
individualmente determinado de éstos, y su vigencia es indeterminada, es evidente que la norma
reviste los atributos de generalidad, abstracción y permanencia, respetándose, por ende, la garantía
constitucional de mérito.
  
  
Amparo directo en revisión 262/97. Gabriel Neira Rodríguez y coag. 29 de septiembre de 1997.
Unanimidad de diez votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Juan N. Silva
Meza. Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo.
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiséis de febrero en curso, aprobó, con el
número XVI/1998, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar
tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y
ocho.
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VEHICULOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA. EL INTERES JURIDICO PARA PROMOVER EL
AMPARO EN CONTRA DEL SECUESTRO, DESPOSEIMIENTO, DECOMISO O CUALQUIER
ACTO DE AUTORIDAD QUE AFECTE EL DERECHO DE PROPIEDAD O POSESION DE LOS
MISMOS, SE DEMUESTRA CON EL SOLO ACREDITAMIENTO, POR PARTE DE LA QUEJOSA,
DE ESTOS DERECHOS.
  
  
El interés jurídico se traduce en un derecho jurídicamente tutelado y es uno de los presupuestos
para promover el juicio de garantías en los términos de lo que establecen los artículos 4o. y 73,
fracción V, de la Ley de Amparo. Como derecho jurídicamente protegido, es incontrovertible que
para promover un juicio de garantías, debe de estarse a la naturaleza del acto que se reclama. Por
tanto, si los actos reclamados se hacen consistir en desposeimiento, secuestro o decomiso de
vehículos de procedencia extranjera, entre otros actos de la misma naturaleza, que implican
afectación o menoscabo del derecho de propiedad o posesión, resulta lógico que para comprobar el
interés jurídico, sólo deben demostrarse tales derechos de propiedad o posesión respecto de los
mismos, de manera fehaciente, con datos inequívocos, bien con la copia certificada de la tarjeta de
circulación, de la que se desprenda que la propietaria del vehículo fronterizo es precisamente la
quejosa; o bien con la factura en la que conste la adquisición del vehículo por la peticionaria de
garantías; o con cualquier otra prueba idónea y fehaciente que demuestre esos extremos, así como
la existencia de los actos reclamados consistentes en el desposeimiento, secuestro o decomiso del
vehículo de procedencia extranjera. Ciertamente, porque quien es propietario o poseedor de un
vehículo respecto del cual penden actos de autoridad tales como secuestro, desposeimiento o
decomiso, el interés jurídico se demuestra con las documentales que acrediten que la quejosa es la
propietaria o poseedora del mismo, puesto que su esfera de derecho de propiedad o posesión se
vio afectada por el acto de autoridad, que como tal, debe cumplir con los extremos que la
Constitución le impone. Lo anterior se desprende del artículo 4o. de la Ley de Amparo, en
concordancia con lo que dispone el artículo 107, fracción I, de la Constitución General de la
República, según los cuales el juicio de amparo puede promoverse por la parte a quien perjudique
el acto reclamado y tal perjuicio inmediato y directo, da el presupuesto indispensable para la
procedencia del juicio de garantías, sin que sea necesario para acudir a la instancia constitucional,
el que también se demuestre la legal estancia en el país del multicitado vehículo de procedencia
extranjera, pues los actos reclamados sólo afectan la propiedad o posesión que respecto del mismo
tiene la quejosa, y no su derecho de importación, por lo que la legal o ilegal estancia en el país del
multicitado automotor, será materia del procedimiento administrativo que, en su caso, se siga contra
la formulante del amparo.
  
  
Contradicción de tesis 24/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo
Circuito y los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto en Materia Administrativa del Primer Circuito.
Cinco votos. 16 de agosto de 1996. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: María

Instancia: Segunda Sala Novena Época Materia(s): Administrativa
Tesis: 2a./J. 53/96 Fuente: Semanario Judicial de la
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Guadalupe Saucedo Zavala.
 
Tesis de jurisprudencia 53/96. Aprobada por la Segunda Sala de este alto tribunal, en sesión pública
de dieciséis de agosto de mil novecientos noventa y seis, por unanimidad de cinco votos de los
Ministros: Juan Díaz Romero, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo
I. Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel.
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LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO.
LOS ARTÍCULOS SEGUNDO Y QUINTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE
EXPIDIÓ, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE NOVIEMBRE DE
2010, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL
CONDENADO.
  
  
De los preceptos citados se advierte, entre otros supuestos, el relativo a que la ejecución de las
penas se regirá conforme a las disposiciones vigentes al momento de la comisión de los hechos
delictivos, especialmente, las contenidas en los códigos penales locales vigentes hasta la entrada
en vigor de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro,
Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con base en los cuales fueron sentenciados los condenados. De ello se advierte que los
mencionados artículos segundo y quinto transitorios no violan el principio de retroactividad de la ley
en beneficio del condenado, pues por un lado sólo establecen que la ejecución de las sentencias
deberá ajustarse a la normativa sustantiva y procesal vigente, al cometerse el ilícito, esto es,
disponen, a nivel legal, un principio de ultractividad y, por otro, no impiden ni prohíben la aplicación
del artículo 56 del Código Penal Federal, que consagra el principio de retroactividad benigna en
materia penal federal, aplicable entre la comisión de un delito y la extinción de la pena o medida de
seguridad; además de que esta interpretación sistemática y armónica respeta los artículos 14,
primer párrafo, de la Constitución General de la República, interpretado a contrario sensu, y 9 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, ya que su eficacia sólo queda condicionada a
que, en cada caso concreto, quede demostrado que el sentenciado se encuentra en una situación
que justifica aplicar la nueva ley en su beneficio.
  
  
Amparo en revisión 180/2012. 6 de junio de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.
 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 302/2015 en la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante
acuerdo de presidencia de 19 de octubre de 2015.
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PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD EN SUS MODALIDADES DE SECUESTRO Y
SECUESTRO EXPRÉS. PARA CONSIDERAR ACTUALIZADA LA AGRAVANTE PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 164, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, RESULTA
RELEVANTE EL LUGAR EN DONDE SE ENCUENTRA LA VÍCTIMA EN EL MOMENTO JUSTO EN
EL QUE ES PRIVADA DE SU LIBERTAD.
  
  
El lugar en el que se encuentra el sujeto pasivo al ser privado de su libertad resulta relevante para
considerar actualizada la agravante prevista en el artículo 164, fracción I, del Código Penal para el
Distrito Federal (cuando el secuestro o secuestro exprés se realice en un domicilio particular, lugar
de trabajo o a bordo de un vehículo), pues si bien es cierto que dicho delito es permanente o
continuo, también lo es que se configura en el instante en que el sujeto activo impide por cualquier
medio que el pasivo haga uso de su libertad. Entonces, si ambas modalidades delictivas se
configuran en el preciso instante en que una persona es privada de su libertad, dicha agravante se
actualiza cuando en el momento de la privación, además ocurre alguna circunstancia extra que
agrava el ilícito cometido, esto es, debe existir un elemento adicional a la comisión del delito. Lo
anterior es así, toda vez que si la privación de la libertad se lleva a cabo en un domicilio particular,
lugar de trabajo o a bordo de un vehículo, se entiende que concurre una afectación mayor al bien
jurídico que incluso llega a impactar a otros bienes jurídicos, como el de la seguridad en la
propiedad privada, en virtud de que el delito se realiza en lugares en los que se tiene mayor
sensación de seguridad.
  
  
Contradicción de tesis 191/2012. Suscitada entre el Segundo y Quinto Tribunales Colegiados,
ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 8 de agosto de 2012. La votación se dividió en dos
partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente: José Ramón
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.
 
Tesis de jurisprudencia 80/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de fecha quince de agosto de dos mil doce.
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SECUESTRO. EL ARTÍCULO 366, PÁRRAFO ÚLTIMO, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO
FEDERAL EN MATERIA DE FUERO COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA DE
FUERO FEDERAL, VIGENTE EN 1998, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN
DE LA LEY EN MATERIA PENAL.
  
  
El precepto citado, al establecer que en caso de que el secuestrado sea privado de la vida por su o
sus secuestradores, la pena será hasta de cincuenta años de prisión, prevé un tipo complementado,
que presupone la subsistencia del tipo básico al cual se incorporan ciertas circunstancias
modificativas o qualificantes -principalmente en la conducta, los sujetos o el objeto descrito en
éstos-, razón por la que no pueden aplicarse en forma independiente, sino que su vida jurídica
depende de la del tipo básico al que se refieren. En ese sentido, si tal porción tutela, además de la
libertad, a la víctima, aumentando el límite máximo de la penalidad impuesta para el tipo básico o el
tipo agravado, dependiendo de las circunstancias particulares, dicha porción carece de vida
independiente, toda vez que sólo se integra al tipo básico un nuevo elemento, como lo es la
protección a otro diverso bien jurídico, que es la vida de la víctima. Ahora bien, el rango de la
sanción establecida en cada fracción del artículo 366 de referencia, cambia gradualmente
dependiendo de las circunstancias de su comisión; así, en la fracción I se indica el tipo básico que
contempla la conducta de privación ilegal de la libertad que podrá sancionarse con una pena de
prisión de diez a cuarenta años; la fracción II prevé las situaciones agravantes de dicho delito; y el
párrafo último toma como parámetro inferior las contempladas tanto en la fracción I como en la II, y
establece que en caso de que el secuestrado sea privado de la vida, por su o sus secuestradores, la
pena será hasta de cincuenta años de prisión. Por tanto, la norma no presenta ambigüedad en su
texto, pues de sus diversos supuestos normativos se advierte que se hace una graduación de las
penas en atención a las circunstancias que actualicen la tipicidad de la conducta, básica o
agravada, cuyo mínimo está definido y en relación con el complementado, se precisa la máxima
penalidad. Además, el hecho de que la norma en cita no establezca la penalidad mínima de prisión,
y únicamente haga referencia a la máxima, no implica que dicha pena se encuentre en un estado
indeterminado, pues la establece el propio artículo según las circunstancias de su comisión; de ahí
que el artículo 366, párrafo último, del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero
Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal, vigente en 1998, no vulnera el
principio de exacta aplicación de la ley en materia penal que prevé el artículo 14, párrafo tercero, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
  
  
Amparo directo en revisión 2110/2013. 21 de agosto de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos.
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de enero de 2014 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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SECUESTRO. LOS ARTÍCULOS 13, FRACCIÓN XI, PÁRRAFOS ANTEPENÚLTIMO Y ÚLTIMO,
317, PÁRRAFO SEGUNDO, 318, PÁRRAFO SEGUNDO Y 319, EN LA PARTE QUE ESTABLECE
"SALVO QUE UNO DE LOS HECHOS SEA TIPIFICADO COMO DE SECUESTRO, EN
CUALQUIERA DE SUS VARIABLES O MODALIDADES, PUESTO QUE EN ESTE CASO NO
OPERA LA PRESCRIPCIÓN", DE LA LEGISLACIÓN PENAL PARA EL ESTADO DE
AGUASCALIENTES, TRANSGREDEN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO PRIMERO,
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (LEGISLACIÓN
VIGENTE HASTA EL 22 DE MAYO DE 2013).
  
  
Los citados preceptos legales, reformado y adicionados, respectivamente, mediante Decreto
Número 114, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 8 de agosto de 2011, al establecer los
tipos penales, las penalidades y las bases generales para el tratamiento del delito de secuestro,
transgreden el artículo 73, fracción XXI, párrafo primero, en relación con el diverso 124, ambos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el hecho de que el Congreso del
Estado de Aguascalientes prevea como calificativas del homicidio y de las lesiones, hechos de
secuestro para agravar las penas por su comisión, implica legislar en relación con este último, en
virtud de que se crean sendos tipos subordinados al secuestro, lo cual es contrario a la facultad
constitucional expresa del Congreso de la Unión, el cual en exclusiva es el que puede establecer los
tipos penales y sus sanciones en relación con dicha conducta.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 25/2011. Procuradora General de la República. 21 de mayo de 2013.
Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz,
José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales,
Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Juan
N. Silva Meza; votó en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.
 
Nota: Los referidos artículos 13, fracción XI, párrafos antepenúltimo y último, 317, párrafo segundo,
318, párrafo segundo y 319, en la parte que establece "salvo que uno de los hechos sea tipificado
como de secuestro, en cualquiera de sus variables o modalidades, puesto que en este caso no
opera la prescripción", de la Legislación Penal para el Estado de Aguascalientes perdieron vigencia
al surtir efectos la respectiva declaración de invalidez el 22 de mayo de 2013.
 
El Tribunal Pleno, el veintitrés de enero en curso, aprobó, con el número 4/2014 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintitrés de enero de dos mil catorce.
 
  

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: P./J. 4/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 26 de 46 Fecha de impresión 18/04/2023



  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de febrero de
2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DELITOS GRAVES EN EL ESTADO DE COLIMA. EL ARTÍCULO 10 DEL CÓDIGO PENAL PARA
ESA ENTIDAD QUE LOS PREVÉ EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS Y DE SECUESTRO,
EN SU TEXTO DERIVADO DEL DECRETO No. 598, INVADE LA ESFERA DE ATRIBUCIONES
DEL CONGRESO DE LA UNIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 22 DE SEPTIEMBRE DE
2012).
  
  
El citado precepto en su texto derivado del Decreto No. 598, publicado en el Periódico Oficial de la
entidad el 8 de septiembre de 2012, en las porciones normativas que indican "trata de personas,
previsto en el artículo 161;", "secuestro y secuestro exprés previstos por los artículos 199 y 199 bis,
respectivamente;", así como "... y secuestro" -en la parte referida a la tentativa-, invade la esfera de
atribuciones del Congreso de la Unión, pues el legislador local es incompetente para legislar en
materia de trata de personas y secuestro, al haber quedado estas materias reservadas
exclusivamente para el indicado órgano federal, mediante las reformas a la fracción XXI del artículo
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la
Federación el 4 de mayo de 2009, por lo que se refiere al secuestro, y el 14 de julio de 2011, en lo
relativo a la trata de personas.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 54/2012. Procuradora General de la República. 31 de octubre de
2013. Unanimidad de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío
Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. Ausente: Alberto Pérez Dayán.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Laura Patricia Rojas Zamudio y Raúl Manuel Mejía
Garza.
 
El Tribunal Pleno, el treinta y uno de marzo en curso, aprobó, con el número 25/2014 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a treinta y uno de marzo de dos mil catorce.
 
Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por unanimidad de diez votos,
contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 54/2012, publicada tanto en
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de febrero de 2014 a las 11:16 horas y, por
ende, de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2014, como en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, página 123.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2014,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SECUESTRO EXPRÉS EN EL ESTADO DE COLIMA. EL ARTÍCULO 199 BIS DEL CÓDIGO
PENAL PARA ESA ENTIDAD, ADICIONADO MEDIANTE DECRETO No. 598, PUBLICADO EN EL
PERIÓDICO OFICIAL LOCAL EL 8 DE SEPTIEMBRE DE 2012, VIGENTE HASTA EL 11 DE
NOVIEMBRE DE 2013, INVADE LA ESFERA DE ATRIBUCIONES DEL CONGRESO DE LA
UNIÓN.
  
  
El citado precepto, al prever el tipo penal relativo al secuestro exprés y las sanciones por su
comisión, invade la esfera de atribuciones del Congreso de la Unión, pues el legislador local es
incompetente para legislar en materia de secuestro, al haber quedado esta materia reservada
exclusivamente para el indicado órgano federal, mediante la reforma a la fracción XXI del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 4 de mayo de 2009.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 54/2012. Procuradora General de la República. 31 de octubre de
2013. Unanimidad de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío
Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, Sergio A. Valls Hernández,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. Ausente: Alberto Pérez Dayán.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Laura Patricia Rojas Zamudio y Raúl Manuel Mejía
Garza.
 
El Tribunal Pleno, el treinta y uno de marzo en curso, aprobó, con el número 27/2014 (10a.), la tesis
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a treinta y uno de marzo de dos mil catorce.
 
Nota: Esta tesis jurisprudencial se refiere a las razones aprobadas por unanimidad de diez votos,
contenidas en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 54/2012, publicada tanto en
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de febrero de 2014 a las 11:16 horas y, por
ende, de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de febrero de 2014, como en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, página 123.
 
El referido artículo 199 Bis del Código Penal para el Estado de Colima, adicionado mediante
Decreto No. 598, publicado en el Periódico Oficial local el 8 de septiembre de 2012, perdió vigencia
al surtir efectos la respectiva declaración de invalidez el 11 de noviembre de 2013.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2014,
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CAREOS CONSTITUCIONALES. EL ARTÍCULO 20, APARTADO B, FRACCIÓN V, DE LA
CONSTITUCIÓN FEDERAL, ESTABLECE UNA RESTRICCIÓN Y NO UNA PROHIBICIÓN PARA
CAREAR CONSTITUCIONALMENTE A LOS INCULPADOS CON LAS VÍCTIMAS MENORES DE
EDAD POR LA COMISIÓN DE DELITOS DE VIOLACIÓN O SECUESTRO.
  
  
El precepto, apartado y fracción constitucionales citados prevén, entre otras cuestiones, que cuando
la víctima u ofendido sea menor de edad, no estará obligado a carearse con el inculpado cuando se
trate de los delitos de violación o secuestro. Ahora bien, dicho precepto no establece una
prohibición sino una restricción al juzgador de ordenar la práctica de careos constitucionales entre la
víctima menor de edad que ha sufrido los delitos aludidos y el inculpado, porque el artículo 20,
apartado B, fracción V, de la Constitución Federal -en su texto anterior a la reforma publicada en el
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008-, se refiere a los careos constitucionales que
debe desahogar el juzgador desde que éstos son solicitados por el inculpado, lo que supone que en
todo momento y sin excepción, debe imponer las medidas necesarias para lograr su desahogo.
Además, porque la restricción constitucional en comento atiende a que dichos careos deben
solicitarlos los inculpados con los menores ofendidos por la comisión de los delitos mencionados y
que han depuesto en su contra, pues en ese caso, la Norma Fundamental ha antepuesto la
afectación emocional o psicológica que su práctica podría generar en los menores ante la
revictimización a la que serían sometidos al confrontarlos con el implicado, frente al derecho de los
últimos a ser careados constitucionalmente con quien o quienes les formulen imputaciones para
conocerlos y cuestionarlos sobre la acusación. En ese sentido, el precepto constitucional tampoco
veda la práctica de los careos constitucionales entre inculpado y los pasivos menores de edad por la
comisión de los ilícitos señalados, pues la expresión "no estarán obligados" a que se refiere la
fracción V, no es una disposición de carácter prohibitivo, ya que no fue ésa la finalidad del
legislador; lo que revela es que no debe constreñirse a los menores ofendidos a carearse
constitucionalmente, lo que genera la posibilidad de que, en ese supuesto, el desahogo de la
prueba deba ser voluntario para que los pasivos respondan a los cuestionamientos que sobre la
imputación de su responsabilidad les formule el inculpado.
  
  
Amparo directo en revisión 780/2014. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño
Lara.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
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CAREOS CONSTITUCIONALES. PARÁMETROS A SEGUIR CUANDO SON DESAHOGADOS
ENTRE EL INCULPADO Y LA VÍCTIMA MENOR DE EDAD POR LA COMISIÓN DE DELITOS DE
VIOLACIÓN O SECUESTRO.
  
  
El artículo 20, apartado B, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de
2008 al prever, entre otras cuestiones, que cuando la víctima u ofendido sea menor de edad, no
estará obligado a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de violación o secuestro,
no veda la práctica de los careos constitucionales solicitados por el inculpado con los pasivos
menores de edad por la comisión de los delitos referidos, pues la expresión "no estarán obligados" a
que se refiere el precepto constitucional citado implica que no debe constreñirse a los ofendidos a
carearse, lo que genera la posibilidad de que en esos casos, el desahogo de la prueba deba ser
voluntario para que los ofendidos respondan a los cuestionamientos que sobre la imputación de su
responsabilidad les formule el inculpado, lo que se concretará atendiendo a los siguientes
parámetros generales: a) de las medidas no coercitivas que tome el juzgador para lograr la práctica
de la prueba ofrecida por el inculpado deberá obtener la anuencia de los representantes legítimos,
padres o tutores de los menores para que éstos intervengan en la diligencia ofrecida por el
inculpado; b) debe verificarse la aptitud física, psicológica y emocional de los menores para llevar a
cabo esa diligencia; y, c) la audiencia se realizará, no ordinariamente, sino a través de los distintos
medios idóneos y sistemas de protección previstos en las normas locales, federales y en los
diversos tratados internacionales, que aporten las medidas que aseguren que la diligencia no
producirá una afectación a los pasivos, en la que en ningún caso deberán estar los menores
directamente frente al inculpado.
  
  
Amparo directo en revisión 780/2014. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño
Lara.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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CAREOS ENTRE INCULPADOS CON LAS VÍCTIMAS MENORES DE EDAD POR LA COMISIÓN
DE DELITOS DE VIOLACIÓN O SECUESTRO QUE DEPONEN EN SU CONTRA. ATENDIENDO A
SU NATURALEZA SON CONSTITUCIONALES Y NO PROCESALES, POR LO QUE PARA SU
DESAHOGO ES APLICABLE LA RESTRICCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO B,
FRACCIÓN V, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA DE
18 DE JUNIO DE 2008.
  
  
Del precepto, apartado y fracción constitucionales citados, al prever, entre otras cuestiones, que
cuando la víctima u ofendido sea menor de edad, no estará obligado a carearse con el inculpado
cuando se trate de los delitos de violación o secuestro, no deriva una "prohibición" al juez para
"carear procesalmente" al inculpado con los menores de edad víctimas de los ilícitos en comento
que deponen en su contra, porque la figura de careos procesales está prevista en las normas
adjetivas y no en la Constitución Federal, como tampoco exime al juzgador a realizar careos que en
el supuesto señalado serían de naturaleza constitucional, pues la autoridad judicial tiene el deber de
ordenar las medidas legales necesarias para lograr la práctica de dichos careos constitucionales,
cuya restricción consiste en que el desahogo de la prueba dependerá de la anuencia que
voluntariamente se efectúe por quien cuente con la titularidad para autorizar que los menores
intervengan en la diligencia a partir de los medios que aseguren su protección y que no serán
afectados con el desahogo de la diligencia. De negarse el legítimo representante de los menores al
desahogo de la prueba, el juez decretará la imposibilidad de efectuar tales careos constitucionales -
y no procesales- solicitados por el inculpado.
  
  
Amparo directo en revisión 780/2014. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea,  José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño
Lara.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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VÍCTIMAS MENORES DE EDAD POR LA COMISIÓN DE DELITOS DE VIOLACIÓN O
SECUESTRO. LES RESULTA APLICABLE LA RESTRICCIÓN DE CAREARSE CON EL
INCULPADO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO B, FRACCIÓN V, DE LA
CONSTITUCIÓN FEDERAL, SIN IMPORTAR SUS CONDICIONES PERSONALES.
  
  
Siguiendo los propósitos protectores del legislador, los menores ofendidos sufren una mayor
afectación por la comisión de delitos que ponen en riesgo su libre y sano desarrollo psicológico y
sexual hasta obtener una edad adulta, de modo que no están obligados a carearse
constitucionalmente con el inculpado. Es por ello que aun en el supuesto de que una víctima menor
de edad estuviera casada, no revela o brinda razones suficientes que permitan afirmar que tiene
una condición psicológica distinta a la afectación que los delitos de secuestro o violación le pueden
producir de una forma superlativa, precisamente al no contar todavía con la mayoría de edad, lo que
supone que carece de la experiencia y juicio necesarios para valerse por sí misma y que por ese
motivo se ubica en el mismo plano de protección superior, por lo que la restricción establecida en el
artículo 20, apartado B, fracción V, de la Constitución Federal -anterior a la reforma de 18 de junio
de 2008- es aplicable, sin distinción, cuando se actualicen sus hipótesis normativas.
  
  
Amparo directo en revisión 780/2014. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño
Lara.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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COMUNICACIONES PRIVADAS. CUANDO LA VÍCTIMA DEL DELITO DE SECUESTRO ES UNO
DE LOS PARTICIPANTES EN AQUÉLLAS Y EL MINISTERIO PÚBLICO ASUME EL
CONSENTIMIENTO REQUERIDO PARA DAR A CONOCER SU CONTENIDO CON LA FINALIDAD
DE LOCALIZARLA Y, EN SU CASO LIBERARLA, NO SE TRANSGREDE EL DERECHO
FUNDAMENTAL A SU INVIOLABILIDAD.
  
  
El derecho fundamental referido, que asiste a quienes intervienen en la comunicación, no se
transgrede cuando la víctima del delito de secuestro es uno de los participantes de aquélla y, por
ende, titular del derecho fundamental y facultada constitucionalmente para consentir la intervención
en la comunicación, pero se encuentra imposibilitada para dar su consentimiento expreso por estar
desaparecida, y dicho consentimiento es asumido válidamente por el Ministerio Público, con el
objetivo principal de avanzar en la investigación para ubicar su paradero y, en su caso, lograr su
liberación.
  
  
Amparo directo en revisión 3886/2013. Samuel Isidro Duarte Contreras. 18 de mayo de 2016.
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, quienes reservaron su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCLXXXI/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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SECUESTRO. EL ARTÍCULO 9, FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA LEY GENERAL PARA
PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN LA MATERIA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE
PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
  
  
El precepto citado al establecer, que al que prive de la libertad a otro se le aplicarán de cuarenta a
ochenta años de prisión y de mil a cuatro mil días multa, si la privación de la libertad se efectúa con
el propósito de: c) causar daño o perjuicio a la persona privada de la libertad o a terceros, no viola el
principio de proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, pues establece una pena que se adecua a la gravedad de la
conducta. Esto es, si se compara la sanción aludida con los extremos de la escala de penas
aplicable para los delitos que atentan contra la libertad personal, como la del secuestro agravado
previsto en el artículo 10 de la propia ley, que es de cincuenta a noventa años de prisión y de cuatro
mil a ocho mil días multa si se configura alguna de las agravantes de la fracción I, o bien, de
cincuenta a cien años de prisión y de ocho mil a dieciséis mil días multa si es cometido con las
agravantes que establece la fracción II, válidamente puede establecerse que aquella sanción, es
proporcional con las que se refieren al mismo delito pero agravado. Asimismo, si bien existen delitos
que atentan contra la libertad personal a los cuales el legislador les asignó una pena inferior a la
que corresponde al secuestro simple (como por ejemplo el de privación de la libertad personal
previsto en el artículo 160 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de
México, que prevé una pena de seis meses a tres años de prisión y de veinticinco a cien días
multa), ello se justifica, por un lado, por la menor intensidad que éste representa en la afectación al
bien jurídico protegido y, por otro, que la mayor pena asignada al delito de secuestro simple también
se justifica con la misma lógica, una afectación más intensa al bien jurídico protegido. Además, el
hecho de que el secuestro tenga una pena mayor se valida, al tratarse de una modalidad delictiva
que se ha propagado de forma alarmante en todo el país; proliferación que el legislador consideró
para aumentar la pena en dicho delito, pues no sólo lesiona uno de los bienes jurídicos más
importantes para el ser humano, como lo es la libertad, sino también conlleva una serie de
implicaciones y consecuencias que suponen serias amenazas para el bienestar y adecuado
desarrollo de la sociedad.
  
  
Amparo directo en revisión 7313/2016. 4 de octubre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCCLV/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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SECUESTRO. EL ARTÍCULO 9, FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA LEY GENERAL PARA
PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN LA MATERIA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE
EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
  
  
El precepto citado al establecer, que al que prive de la libertad a otro se le aplicarán de cuarenta a
ochenta años de prisión y de mil a cuatro mil días multa, si la privación de la libertad se efectúa con
el propósito de causar daño o perjuicio a la persona privada de la libertad o a terceros, no vulnera el
principio de exacta aplicación de la ley en materia penal en su vertiente de taxatividad, pues
determina de forma precisa las conductas objeto de la prohibición. Esto es, el artículo 9 de la Ley
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro no sólo prevé el tipo de
conducta ilícita que puede desplegar el sujeto activo, sino que además, establece varias hipótesis
para el medio comisivo y la finalidad de su actuar, y en el caso del inciso c) de su fracción I, se
advierte que el delito de privación ilegal de la libertad debe darse con el propósito de causar un
daño o perjuicio al sujeto pasivo, por lo que su destinatario puede conocer claramente los elementos
de la prohibición y comprender de forma cierta cuál es la conducta punible.
  
  
Amparo directo en revisión 7313/2016. 4 de octubre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCCXIV/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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SECUESTRO. EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY GENERAL PARA
PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN ESA MATERIA NO VULNERA EL PRINCIPIO DE
PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS.
  
  
El precepto citado, al establecer una agravante sobre las penas previstas para el tipo penal básico
del delito de secuestro exprés [establecido en el artículo 9, fracción I, inciso d), de la propia ley],
específicamente de cincuenta a cien años de prisión y de ocho mil a dieciséis mil días multa, si en la
acción de la privación de la libertad participan como autor o autores personas que sean o hayan
sido integrantes de alguna institución de seguridad pública, de procuración o administración de
justicia, o de las Fuerzas Armadas Mexicanas, o se ostenten como tales sin serlo, no vulnera el
principio de proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, porque establece una sanción que se adecua a la gravedad de la
conducta que se regula. En efecto, teniendo en cuenta que la gravedad de la pena debe guardar
una relación proporcional con el hecho antijurídico y con el grado de afectación al bien jurídico
protegido, puede establecerse válidamente que la pena correspondiente a la modalidad agravada
del delito de secuestro exprés no resulta desmedida en comparación con las penas establecidas
para otros delitos que atentan contra la libertad personal con similar intensidad y conforme a
diversas situaciones que lo agravan, pues el legislador optó por realizar un nuevo parámetro de
sanción para la conducta de secuestro exprés agravado, eligiendo como técnica legislativa la opción
de aplicar directamente la sanción penal que correspondería por el delito básico y su modalidad
agravada, además de que, desde la exposición de motivos que dio lugar a la norma examinada, se
refirió que ante la creciente incidencia de la comisión de dicho delito y la insuficiencia de las penas
vigentes, se estimaba conveniente duplicar las punibilidades para el delito de secuestro en
cualquiera de sus modalidades, por lo que el legislador se vio obligado a responder al reclamo
social y cambiar su parámetro de punición al establecer penas más elevadas. Asimismo, el
merecimiento de una sanción punitiva mayor en el supuesto previsto en el artículo 10, fracción II,
inciso a), de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro se
encuentra justificado por el incremento en el desvalor de la acción, dado que, cuando estos delitos
son cometidos por las personas referidas dentro de la fracción de análisis, se presta atención al
beneficio ilícito que han pretendido conseguir a través de su encargo, así como las habilidades
especiales que adquirieron, las cuales por su propia naturaleza facilitan su comisión, incluso con
sólo ostentarse como integrantes de alguna de las instituciones mencionadas.
  
  
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CV/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.
 
Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ACCIDENTE DE TRABAJO EN TRAYECTO. EL FALLECIMIENTO DE UNA PERSONA CON
MOTIVO DE SU SECUESTRO OCURRIDO AL LLEGAR A SU CENTRO DE TRABAJO DEBE
CONSIDERARSE COMO TAL.
  
  
Hechos: Una persona cuando estaba por ingresar al hospital donde laboraba por el área de
urgencias, fue abordada por dos personas que la secuestraron, generando que durante los
siguientes dos días permaneciera desaparecida, encontrándola posteriormente sin vida.
 
Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el
secuestro y muerte del trabajador derivada de ese delito ocurrido a punto de ingresar a las
instalaciones de su fuente laboral debe considerarse accidente de trabajo en trayecto, en términos
del artículo 474 de la ley laboral federal (antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 22 de junio de 2018).
 
Justificación: Lo anterior, porque atendiendo a los artículos 2o., 3o., 17 y 18 de la Ley Federal de
Trabajo, en la interpretación de las normas de derecho laboral debe privilegiarse la más favorable al
trabajador, con el propósito de cumplir con el fin de justicia social que tienen este tipo de normas.
En consecuencia, la muerte de un individuo ocasionada por un secuestro o acto delincuencial debe
considerarse como accidente de trabajo en trayecto, en términos del segundo párrafo del referido
artículo 474, porque la pérdida de la vida, en esas condiciones, se equipara a los accidentes que se
producen al trasladarse el trabajador directamente de su domicilio al lugar en el que presta sus
labores.
  
  
Amparo directo 31/2019. José Esteban Villarreal Olvera. 19 de febrero de 2020. Mayoría de tres
votos de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier
Laynez Potisek. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín
Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Laboral
Tesis: 2a. IX/2020 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
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SECUESTRO AGRAVADO. LAS PENAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 9 Y 10 DE LA LEY
GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, SON
DE APLICACIÓN EXCLUYENTE.
  
  
En dos casos diferentes se consideró a una persona penalmente responsable del delito de
secuestro agravado, en los que se les impuso las penas acumuladas establecidas en los artículos
citados. Los tribunales colegiados que conocieron de los juicios de amparo directo respectivos
sostuvieron un criterio distinto consistente en determinar sobre las reglas de aplicación de las penas
previstas para las conductas ilícitas descritas en la Ley General para Prevenir y Sancionar los
Delitos en Materia de Secuestro, específicamente sobre si lo correcto es la acumulación y
consecuente imposición de las penas previstas en los artículos 9 y 10 del citado ordenamiento, o
bien, si al actualizarse la figura delictiva agravada, únicamente debe imponerse la pena dentro del
margen de punición contenido en la segunda de las normas. Sobre tal cuestión, la Primera Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que el criterio que debe prevalecer es que
únicamente debe imponerse la pena dentro de los márgenes precisados en la figura típica agravada
en términos de lo previsto en el artículo 10 del mencionado ordenamiento legal. Dado que no es
posible realizar un ejercicio de acumulación de las penas previstas en tales normas porque con ello
se transgredirían los artículos 14, 16 y 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y se permitiría considerar en dos ocasiones los elementos que definen la conducta
básica, noción que se rechaza tratándose de tipos penales derivados o cualificados como el
contenido en el artículo 10; asimismo, la aplicación excluyente de las penas impide racionalmente
dar más peso a la agravante, que sólo es un aspecto calificador y accesorio del tipo simple, que a la
propia figura delictiva de carácter principal. Finalmente, esta apreciación es congruente
gramaticalmente con el uso de la expresión "se agravarán" contenida en el referido artículo 10, la
cual denota que el ejercicio de exclusión de las penas fue planteado por el legislador desde la
definición de los tipos y las penas correspondientes; además la aplicación simultanea de ambas
penas, resultaría un ejercicio violatorio del principio non bis in ídem, al ponderar en dos ocasiones
un mismo elemento de manera perjudicial para la persona sentenciada, concretamente revalorizar
los elementos base de la conducta delictiva, lo que se traduciría en imponer dos penas por una sola
causa.
  
  
Contradicción de tesis 66/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer
Circuito.4 de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña
Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho
para formular voto concurrente y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a./J. 12/2020 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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Tesis y/o criterios contendientes:
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el
juicio de amparo directo 134/2018, en el que determinó que tratándose del delito de secuestro
agravado, no se transgreden los derechos de legalidad, seguridad jurídica, exacta aplicación de la
ley, y a no ser juzgado dos veces por los mismos hechos cuando se suman las sanciones
contenidas en los artículos 9 y 10 de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en
Materia de Secuestro, lo anterior en virtud de que el artículo 10 de la citada ley no contiene un tipo
autónomo, sino la voluntad del legislador consistente en sumar las penas del tipo básico sin crear
una nueva figura delictiva, en ese entendido, el ilícito es de los clasificados como complementados,
esto es, que aparte de la consumación del tipo básico agotado con la acción de privar de la libertad
al pasivo con el propósito de obtener rescate, como elemento subjetivo específico, concurre la
circunstancia agravante atinente a que para perpetrar el hecho positivo antes mencionado, se
ejerció la violencia física y moral en la persona de la víctima para sustraerlo contra su voluntad del
entorno en que se hallaba, y
 
El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el
juicio de amparo directo 377/2013, que dio origen a la tesis aislada I.5o.P.20 P (10a.), de título y
subtítulo: "PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON EL PROPÓSITO DE COMETER SECUESTRO
EXPRÉS PERPETRADO POR DOS PERSONAS Y CON VIOLENCIA, PREVISTO Y SANCIONADO
POR LOS ARTÍCULOS 9, FRACCIÓN I, INCISO D), Y 10, FRACCIÓN I, INCISOS B) Y C), DE LA
LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO.
LA APLICACIÓN SIMULTÁNEA DE LAS PENAS ESTABLECIDAS EN LOS PRECEPTOS
SEÑALADOS, ES VIOLATORIA DE LOS ARTÍCULOS 14, 16 Y 23 CONSTITUCIONALES.",
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, Tomo II,
marzo de 2014, página 1905, con número de registro digital: 2006065.
 
Tesis de jurisprudencia 12/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de once de marzo de dos mil veinte.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de
septiembre de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
16/2019.
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PROHIBICIÓN DE OTORGAR BENEFICIOS DE LIBERTAD PREPARATORIA A LOS
SENTENCIADOS POR EL DELITO DE SECUESTRO. EL ARTÍCULO 19, PÁRRAFO PRIMERO,
DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE
SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA
CONSTITUCIÓN GENERAL QUE LO PREVÉ, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE
IGUALDAD, REINSERCIÓN SOCIAL Y DIGNIDAD HUMANA.
  
  
Hechos: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el delito de secuestro agravado;
seguido el procedimiento penal, el Tribunal del Juicio Oral dictó sentencia condenatoria negándole
todo beneficio de ley, la resolución fue recurrida en casación modificándola. En contra de esta
resolución se promovió amparo directo en el que se planteó, entre otras cuestiones, la
inconstitucionalidad del artículo 19, párrafo primero, de la Ley General para Prevenir y Sancionar los
Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El Tribunal Colegiado de Circuito consideró
que el precepto impugnado no vulneraba los principios de igualdad, reinserción social y dignidad
humana.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el
artículo 19, párrafo primero, de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de
Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, no transgrede los derechos de igualdad, reinserción social y dignidad
humana.
 
Justificación: La negativa de otorgar beneficios preliberacionales no implica una violación a las
medidas previstas en el artículo 18 de la Constitución General para lograr la reinserción social del
sentenciado, pues su otorgamiento no es una obligación constitucional, por el contrario, se trata de
una facultad para el legislador ordinario quien, por razones de política criminal, consideró que no en
todos los casos debían concederse dichos beneficios. Tampoco se vulnera el principio de igualdad,
ya que esa negativa no constituye una discriminación por exclusión que atente contra los derechos
fundamentales, sino una distinción introducida por el legislador que se justifica razonablemente en
la mayor relevancia penal, así como en el impacto más grave que tiene el delito de secuestro en la
afectación a la seguridad y a la salud públicas como bienes jurídicos protegidos por las normas
penales. Por último, la prohibición de otorgar los beneficios aludidos no vulnera el principio de
dignidad humana, en virtud de que no puede sostenerse que de la aplicación o inaplicación de
aquéllos dependa la debida salvaguarda de ese principio, por el contrario, dicha prohibición
presupone la existencia de un proceso criminal debidamente concluido, que ha llevado a la
autoridad judicial a imponer una sentencia condenatoria en contra de una persona que debe
compurgar una pena de prisión determinada de acuerdo con las leyes aplicables y las
circunstancias que singularizaron el caso concreto.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal,
Constitucional

Tesis: 1a. XII/2021 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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Amparo en revisión 1074/2017. 2 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.
 
Amparo en revisión 1093/2019. 10 de junio de 2020. Mayoría de cuatro votos de las Ministras
Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Santiago J. Vázquez
Camacho.
 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría de cuatro votos de las
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá,
quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz
Ortiz.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de marzo de 2021 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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